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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

 

TESIS JUNIO 
 
 
 

Registro digital: 2026756 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 88/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DESUSO DE UNA NORMA. SE JUSTIFICA ESA FIGURA RESPECTO DE NORMAS OBSOLETAS O 
ANACRÓNICAS CUANDO SU APLICACIÓN CONLLEVA LA VIOLACIÓN DIRECTA DE UN DERECHO 
HUMANO. 
 
Hechos: Una persona promovió incidente de liquidación para obtener el pago de las costas 
declaradas en sentencia ejecutoriada dictada en un juicio. En la sentencia interlocutoria se 
determinó que los honorarios de los abogados reclamados debían calcularse con base en el artículo 
10 de la Ley de Aranceles para el Estado de Baja California, cuyo texto estaba vigente desde mil 
novecientos setenta y siete, de forma que los montos iban de un centavo a cinco pesos, luego de la 
conversión de los viejos pesos; decisión que se confirmó en la apelación. En contra, se promovió 
juicio de amparo indirecto en el que se alegó vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, ya 
que el precepto establecía montos incompatibles con la realidad y privaban a la parte quejosa de 
obtener el derecho que se le reconoció en una sentencia firme. El Juez de Distrito negó el amparo 
solicitado; seguido el cauce procesal correspondiente, se interpuso recurso de revisión en el que se 
reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 

 
 

PRECEDENTES Y TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 23 DE JUNIO AL 7 DE JULIO DE 2023 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió que cuando 
una norma ha superado el contexto en el que se creó y su aplicación conlleva la violación directa de 
un derecho humano, siempre que no pueda acudirse a un método de interpretación por las 
circunstancias particulares del caso, debe determinarse que ha caído en desuso y declararse 
inconstitucional. 
 
Justificación: El desuso es una figura con diferentes acepciones jurídicas. Por una parte, se ha 
entendido como desobediencia o incumplimiento de la ley por la prevalencia de la costumbre 
negativa de la voluntad de las personas; por otra, como una consecuencia de una norma obsoleta o 
anacrónica que no tiene sustento en la realidad social ya sea económica, social o respecto de valores 
o principios que imperan en el presente, con lo que tiende a perder su eficacia. Esta última acepción 
es admisible y necesaria desde una perspectiva constitucional, aclarando que el simple desfase no 
es un elemento suficiente para dejar de cumplir una norma, sino que sólo adquiere relevancia 
constitucional cuando de aplicar la norma obsoleta, conllevaría la violación directa de un derecho 
humano reconocido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano es Parte, siempre que no sea posible acudir a un 
método de interpretación para evitar esa consecuencia. De esta forma se evidencia que no se trata 
de un simple caso de desuso –como sería la primera acepción– prohibido por la ley y que usualmente 
se establece en las disposiciones preliminares de los códigos civiles, que obedece al principio 
consistente en que las leyes no pueden dejar de cumplirse. Se estima de esa forma, ya que la 
prohibición legal no tiene el alcance de volverse constitucional, pues en este nivel la figura del 
desuso se vuelve necesaria para evitar la violación de derechos humanos y así cumplir con el 
mandato establecido en el artículo 1o. constitucional. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 318/2022. Abel Estrada Tapia. 23 de noviembre de 2022. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Tesis de jurisprudencia 88/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de catorce de junio de dos mil veintitrés.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026769 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Común, Penal 

Tesis: 1a./J. 91/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
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NEGATIVA FICTA O TÁCITA DEL BENEFICIO DE AMNISTÍA. EL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE AMNISTÍA 
VULNERA LOS DERECHOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y ACCESO A UN RECURSO EFECTIVO AL NO 
ESPECIFICAR EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN APLICABLE. 
 
Hechos: Una persona solicitó a la Comisión de Amnistía el beneficio contemplado por la Ley de 
Amnistía. Después de cuatro meses la Comisión no emitió determinación por lo que, en términos 
del artículo 3 de dicha ley, se debía entender resuelta en sentido negativo. Por esa razón, la persona 
promovió juicio de amparo en contra de la negativa de otorgar el beneficio y alegó la 
inconstitucionalidad del artículo 3, párrafos quinto y sexto, de la Ley de Amnistía. El Juez de Distrito 
sobreseyó en el juicio al considerar que la parte quejosa no cumplió con el principio de definitividad, 
pues la falta de respuesta de la autoridad administrativa constituyó una negativa ficta, por lo que 
debió acudir primero al juicio contencioso administrativo. La parte quejosa interpuso recurso de 
revisión en el cual el Tribunal Colegiado del conocimiento levantó el sobreseimiento y remitió los 
autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el análisis del tema constitucional. 
 
Criterio jurídico: El párrafo quinto, en su porción normativa “y los interesados podrán interponer los 
medios de defensa que resulten aplicables”, y el párrafo sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía 
son inconstitucionales toda vez que no señalan de manera clara y precisa cuál es el recurso o medio 
de impugnación aplicable en contra de la negativa ficta o tácita de la Comisión de Amnistía, o bien, 
la ley en la que se encuentra establecido. Por lo tanto, dichas normas dejan a la persona interesada 
en estado de indefensión al no saber a qué atenerse ni las consecuencias jurídicas que pudieran 
derivar, lo que, además, redunda en un obstáculo para acceder a un recurso efectivo. 
 
Justificación: Esta Primera Sala estableció que el derecho de seguridad jurídica respecto del 
contenido de la ley tiene como finalidad que el legislador no coloque a las personas en una situación 
de incertidumbre e indefensión por no saber a qué atenerse en cuanto a la determinación de los 
contenidos normativos y de sus consecuencias jurídicas. Asimismo, se ha determinado que para 
garantizar una debida protección del derecho de tutela judicial efectiva, no sólo hay que eliminar 
requisitos excesivos o carentes de razonabilidad, sino que también se requiere que exista un recurso 
sencillo, rápido y efectivo. 
 
En ese sentido, el párrafo quinto, en su porción normativa “y los interesados podrán interponer los 
medios de defensa que resulten aplicables”, y el párrafo sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía 
son inconstitucionales, pues no precisan con claridad cuál es el medio de defensa aplicable para 
impugnar la negativa del beneficio de amnistía, derivado de la falta de pronunciamiento expreso 
por parte de la Comisión de Amnistía ni tampoco refieren la ley que lo establece. Es decir, el 
legislador no reguló de manera clara y sencilla la forma en la que la persona interesada puede hacer 
valer el derecho de impugnación que prevé la norma. 
 
Si bien el párrafo sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía establece la legislación de aplicación 
supletoria, lo cierto es que esto no colma la deficiencia legislativa, pues remite tanto a la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo como al Código Nacional de Procedimientos Penales. Por lo tanto, 
se genera una carga injustificada a la persona solicitante de la amnistía consistente en descifrar qué 
medio de defensa resulta aplicable a partir de la lectura de ambas legislaciones. 
 
Por lo tanto, esta Primera Sala concluye que no basta la simple previsión formal de los "medios de 
defensa que resulten aplicables" para que la ley resulte acorde a los principios de legalidad y 
seguridad jurídica ni para garantizar el pleno ejercicio de la tutela judicial efectiva, en particular, el 
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acceso a un recurso efectivo, mediante el cual la persona solicitante de amnistía se encuentre en 
aptitud cierta y real de controvertir la negativa tácita de la amnistía. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 317/2022. Roberto Jesús Martínez Sánchez. 30 de noviembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez 
y Sofía Regalado Espinosa. 
 
Tesis de jurisprudencia 91/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de catorce de junio de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026770 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Penal, Común 

Tesis: 1a./J. 90/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
NEGATIVA FICTA O TÁCITA DEL BENEFICIO DE AMNISTÍA. ANTE LA FALTA DE REGULACIÓN EN LA 
LEY DE AMNISTÍA SOBRE EL RECURSO EFECTIVO EN SU CONTRA, RESULTA PROCEDENTE EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. 
 
Hechos: Una persona solicitó a la Comisión de Amnistía el beneficio contemplado por la Ley de 
Amnistía. Después de cuatro meses la Comisión no emitió determinación por lo que, en términos 
del artículo 3 de dicha ley, se debía entender resuelta en sentido negativo. Por esa razón, la persona 
promovió juicio de amparo en contra de la negativa de otorgar el beneficio y alegó la 
inconstitucionalidad del artículo 3, párrafos quinto y sexto, de la Ley de Amnistía. El Juez de Distrito 
sobreseyó en el juicio al considerar que la parte quejosa no cumplió con el principio de definitividad, 
pues la falta de respuesta de la autoridad administrativa constituyó una negativa ficta, por lo que 
debió acudir primero al juicio contencioso administrativo. La parte quejosa interpuso recurso de 
revisión en el cual el Tribunal Colegiado del conocimiento levantó el sobreseimiento y remitió los 
autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el análisis del tema constitucional. 
 
Criterio jurídico: En virtud de que los párrafos quinto y sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía no 
contemplan con claridad el medio de defensa aplicable en contra de la negativa ficta o tácita de la 
Comisión de Amnistía, resulta procedente el juicio de amparo indirecto que promueva la persona 
solicitante a fin de garantizar su derecho de acceso a la justicia. 
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Justificación: Los párrafos quinto y sexto del artículo 3 de la Ley de Amnistía no prevén el medio de 
defensa para impugnar la negativa tácita de la Comisión de Amnistía, una vez transcurridos los 
cuatro meses a partir de la presentación de la solicitud, lo que vulnera los derechos de seguridad 
jurídica y acceso a un recurso efectivo. 
 
Por lo tanto, en atención al derecho de acceso a la justicia, es jurídicamente viable que la persona 
interesada pueda acudir directamente al juicio de amparo indirecto, de conformidad con los 
artículos 103, fracción I y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 
el artículo 107 de la Ley de Amparo. Por lo que, en ese supuesto, la autoridad jurisdiccional que 
conocerá de dicho juicio será el Juzgado de Distrito de Amparo en Materia Penal. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 317/2022. Roberto Jesús Martínez Sánchez. 30 de noviembre de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarias: Irlanda Denisse Ávalos Núñez 
y Sofía Regalado Espinosa. 
 
Tesis de jurisprudencia 90/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de catorce de junio de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2023 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de junio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 

TESIS JULIO 
 
 
 

Registro digital: 2026826 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 56/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
ACCIONES PERSONALES. NO PROCEDE SU EJERCICIO EN CONTRA DE LOS HEREDEROS EN UN JUICIO 
SUCESORIO CUANDO ÉSTE SE TIENE POR CONCLUIDO Y SE ADJUDICARON LOS BIENES A LAS 
PERSONAS HEREDERAS (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE CAMPECHE Y GUANAJUATO). 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron diversos criterios en 
cuanto a considerar si procede o no que se ejerzan acciones personales en contra de los herederos 
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no obstante que ya tuvieran adjudicados los bienes que formaron parte de la masa hereditaria y el 
juicio sucesorio estuviera concluido. Uno de los Tribunales consideró que ya no es posible ejercer 
una acción personal en esas circunstancias debido a que no existe causahabiencia del heredero con 
el de cujus, mientras que otro Colegiado consideró que sí es posible ejercer la acción personal, ya 
que no precluye el derecho de hacerlo, aunado a que existe una causahabiencia que obliga al 
heredero a responder. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que una vez 
que concluyó el juicio sucesorio y se adjudicaron los bienes a las personas herederas, no pueden 
ejercerse acciones personales por terceros en contra de éstas, en virtud de que la relación jurídica 
que les unía con el de cujus ha terminado. 
 
Justificación: Toda vez que la causahabiencia sólo puede tener lugar mientras continúa vigente la 
relación jurídica en la cual el causahabiente se sustituye, una vez que ha dejado de surtir efectos y 
se ha dado por terminada la relación jurídica basada en una obligación personal que el de cujus 
adquirió en vida, ya no hay obligaciones que cumplir ni derechos correlativos para exigir su 
cumplimiento una vez que se ha repartido y adjudicado el patrimonio del de cujus. Esto porque, por 
una ficción jurídica, todas las obligaciones personales terminan precisamente ante la declaración 
judicial del reparto del patrimonio a los herederos quienes integran dichos bienes a su patrimonio 
sin más carga que las obligaciones reales y directas que de ellos deriven. Entonces, una vez que 
concluyó el juicio sucesorio y se adjudicaron los bienes de la herencia, no es posible considerar al 
heredero como causahabiente de las obligaciones personales del de cujus, dado que los bienes ya 
fueron incorporados a su patrimonio (libres de las cargas adquiridas a título personal durante la vida 
del de cujus) y por ende no pueden ejercitarse acciones personales en contra de los herederos 
porque la relación jurídica que unía al tercero con el de cujus ya es inexistente. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 57/2020. Entre las sustentadas por el entonces Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave. 1 de febrero de 2023. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. 
Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el entonces Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Sexto Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el amparo directo 890/2007, el cual dio origen a la tesis aislada XVI.2o.C.T.47 C, de rubro: 
"SUCESIÓN LEGÍTIMA. UNA VEZ CONCLUIDO EL JUICIO RELATIVO, LOS ADJUDICATARIOS CARECEN 
DE LEGITIMACIÓN PASIVA, SI SE INTENTA UNA ACCIÓN PERSONAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
GUANAJUATO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXVII, abril de 2008, página 2437, con número de registro digital: 169782; y 
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El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 
residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave, en apoyo del Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 1006/2019 (cuaderno auxiliar 1037/2019), en el que 
determinó que la preclusión no puede operar respecto de derechos procesales, especialmente al 
tratarse de personas ajenas al juicio, ya que a pesar de que en el juicio testamentario se haya dado 
cumplimiento al artículo 119 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Campeche con la 
publicación de los edictos respectivos para convocar a quienes se consideren con derecho a la 
herencia, y el acreedor del deudor no haya concurrido a exigir el otorgamiento de escritura pública 
del contrato privado de compraventa celebrado por el autor de la herencia; tal situación no puede 
tornar improcedente la acción pro forma, personal o de otorgamiento de escritura que regulan los 
artículos 4 y 16 del Código Procesal Civil del Estado de Campeche. 
 
Tesis de jurisprudencia 56/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de abril de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026835 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 98/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
COMUNICACIÓN SOCIAL. LA LEY GENERAL DE LA MATERIA, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL ONCE DE MAYO DE DOS MIL DIECIOCHO, ENTRAÑA UNA OMISIÓN 
LEGISLATIVA DE CARÁCTER RELATIVO QUE VULNERA LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
 
Hechos: Una asociación civil, cuyo objeto social está relacionado con la protección del derecho a la 
libertad de expresión, promovió juicio de amparo indirecto contra la Ley General de Comunicación 
Social, publicada en el Diario Oficial de la Federación el once de mayo de dos mil dieciocho, bajo la 
premisa esencial de que entraña una omisión legislativa de carácter relativo por carecer de reglas 
claras y transparentes para asignar el gasto de comunicación social en las distintas ramas del 
gobierno mexicano, en contravención de los principios previstos en la materia por el artículo 134 de 
la Constitución General. El Juez de Distrito determinó sobreseer en el juicio de amparo por falta de 
interés legítimo. La quejosa interpuso recurso de revisión, cuya competencia para resolverlo fue 
reasumida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la Ley 
General de Comunicación Social, publicada en el Diario Oficial de la Federación el once de mayo de 
dos mil dieciocho, entraña una omisión legislativa de carácter relativo que resulta contraria a la 
libertad de expresión, particularmente, porque no esclarece ni detalla los criterios a que debe estar 
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sujeto el gasto en comunicación social, ni dispone procedimientos concretos y reglas específicas 
encaminadas a garantizar que el ejercicio de dicho gasto cumpla con los criterios previstos en el 
párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución General, lo cual se traduce en la existencia de una 
amplia discrecionalidad de los agentes gubernamentales involucrados en esa materia, que pueden 
ejercer una especie de censura sutil al asignar el gasto por concepto de propaganda oficial. 
 
Justificación: De conformidad con el artículo Tercero Transitorio del decreto de la reforma 
constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación de 10 de febrero de 2014, se sigue que 
el Congreso de la Unión quedó obligado a expedir una legislación que, además de reglamentar el 
párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución General, dispusiera las normas en materia de 
comunicación social a que deben sujetarse los distintos órganos gubernamentales y que garantice 
que el gasto en esa materia cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia 
y honradez, así como que se respeten los topes presupuestales, límites y condiciones de ejercicio 
que establezcan los presupuestos de egresos respectivos. Pese a ello, la Ley General de 
Comunicación Social, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de mayo de 2018, no 
cumple a cabalidad con la tarea que el Texto Fundamental le encomendó, particularmente, porque 
no esclarece ni detalla los criterios a que debe estar sujeto el gasto en comunicación social, ni 
dispone procedimientos concretos y reglas específicas encaminadas a garantizar que el ejercicio de 
dicho gasto cumpla con los criterios indicados, disminuyendo así la discrecionalidad de los agentes 
gubernamentales involucrados. Muestra de ello se encuentra en el artículo 5 de la Ley General de 
Comunicación Social, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 27 de diciembre de 2022, mismo que si bien enuncia los principios que deben observar los entes 
públicos al ejercer el gasto público en materia de comunicación social, no dispone los elementos 
que permitan conocer con precisión qué alcance deben atribuírseles, a pesar de que por imperativo 
constitucional se debía emitir una legislación que garantizara su cumplimiento. El despliegue 
deficiente de las facultades legislativas indicadas es más evidente, al constatar que en el último 
párrafo del artículo 5 referido, se dejó a cargo de la "Secretaría Administradora" la atribución para 
emitir "Lineamientos" en los cuales contemplara los criterios de selección del medio de 
comunicación correspondiente, a fin de garantizar el cumplimiento de los principios rectores 
indicados. Esto es, la legislación indebidamente dejó en manos de autoridades administrativas la 
delimitación del entramado normativo necesario para garantizar el cumplimiento de los principios 
aplicables al ejercicio del gasto en comunicación social. Por lo demás, el órgano legislativo era 
consciente de la existencia de un problema sistemático en la asignación de contratos de publicidad 
oficial a particulares, que hasta en las exposiciones de motivos de las distintas iniciativas que dieron 
origen a la ley de referencia se apuntaron casos en los cuales, supuestamente, se ejerció una presión 
sutil de autocensura por parte de la autoridad. De este modo, la Ley General de Comunicación Social 
entraña una omisión legislativa de carácter relativo que repercute en la libertad de expresión y que 
debe ser subsanada por el Congreso de la Unión. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 308/2020. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 8 de 
septiembre de 2021. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: 
Fernando Sosa Pastrana, Pablo Francisco Muñoz Díaz y Víctor Manuel Rocha Mercado. 
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Tesis de jurisprudencia 98/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintiocho de junio de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026838 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 72/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
DOCUMENTOS CERTIFICADOS EXHIBIDOS EN JUICIO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 100 DE LA LEY 
DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. PARA QUE SU CERTIFICACIÓN SE CONSIDERE DEBIDAMENTE 
REALIZADA Y PUEDA SURTIR EFECTOS LA PRESUNCIÓN CONTENIDA EN LA LEY, SE DEBEN 
ACOMPAÑAR LOS DOCUMENTOS QUE ACREDITAN LA PERSONALIDAD Y FACULTADES DE QUIEN 
LOS CERTIFICA. 
 
Hechos: Un Tribunal Colegiado de Circuito y un Pleno de Circuito sustentaron posturas 
contradictorias al dilucidar si –para que surta efectos la presunción de legalidad de los documentos 
certificados y exhibidos en términos del artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito– resulta 
indispensable que se exhiban los documentos que justifiquen la personalidad y facultades de los 
funcionarios que hicieron la certificación referida o si, por el contrario, basta con la mención del 
acto jurídico a través del cual fueron nombrados y facultados, así como los datos de inscripción en 
el Registro Público de Comercio. Por una parte, el Tribunal Colegiado consideró que para cumplir 
con la exigencia a que se refiere el artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito, basta con que 
en la certificación se asienten los datos relativos al nombre del funcionario previamente autorizado 
para tal efecto y los datos de inscripción del nombramiento respectivo en el Registro Público de 
Comercio. Por el contrario, el Pleno de Circuito determinó que los documentos certificados y 
exhibidos en términos del artículo 100 en comento, deben acompañarse con los documentos que 
acrediten la personalidad y las facultades del funcionario autorizado para tales efectos. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala sostiene que, para que los documentos certificados en términos 
del artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito, exhibidos dentro de juicios mercantiles por las 
instituciones de crédito, gocen del mismo valor probatorio que los libros, registros y documentos 
microfilmados o grabados en discos ópticos, o conservados a través de cualquier otro medio 
autorizado, deben acompañarse con el documento que acredite la personalidad y las facultades del 
funcionario autorizado para realizar dicha certificación. 
 
Justificación: En congruencia con los principios de proximidad y facilidad probatoria, así como de la 
aplicación analógica de los criterios emitidos por la Primera Sala al resolver las contradicciones de 
tesis 128/2018 y 206/2020, corresponde a las instituciones de crédito soportar la carga de la prueba 
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respecto a la acreditación de la personalidad y las funciones de los funcionarios que certifican la 
información aportada dentro de un juicio mercantil, en términos del artículo 100 de la ley en 
comento. Ello, con la finalidad de dotar a los jueces de mayores elementos que, en conjunto, le 
permitan resolver una controversia en torno a la autenticidad de la información aportada. Lo 
anterior, sin que pueda estimarse como una imposición excesiva en detrimento del principio de 
igualdad procesal de las partes, toda vez que las instituciones de crédito no sólo tienen a su alcance 
los estados financieros y demás documentos derivados de las operaciones bancarias efectuadas por 
los usuarios, sino también la relación de nombramientos y funciones de su personal. De ahí que las 
instituciones de crédito gozan de mayor facilidad para aportar tales probanzas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de criterios 300/2022. Entre los sustentados por el Pleno en Materia Civil del Primer 
Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 19 de abril de 2023. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quienes reservaron su derecho para formular voto de 
minoría. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Gregorio Delfino 
Castillo Porras. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
17/2017, la cual dio origen a la jurisprudencia PC.I.C. J/62 C (10a.), de título y subtítulo: "TIRAS 
AUDITORAS CERTIFICADAS EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 100 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE 
CRÉDITO. CUANDO SE EXHIBEN EN JUICIO DICHOS REGISTROS ELECTRÓNICOS DEBEN 
ACOMPAÑARSE CON EL DOCUMENTO QUE ACREDITE LA PERSONALIDAD Y LAS FACULTADES DEL 
FUNCIONARIO QUE LAS CERTIFICA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
2 de febrero de 2018 a las 10:04 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 51, febrero de 2018, Tomo II, página 992, con número de registro digital: 2016140; y 
 
El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo directo 387/2021 (relacionado con el amparo directo 393/2021), en el que determinó que 
para que surta efectos la presunción de certeza y eficacia probatoria de los documentos certificados 
a que se refiere el artículo 100 de la Ley de Instituciones de Crédito, basta con que en la certificación 
se asienten los datos relativos al nombre del funcionario previamente autorizado para tal efecto y 
los datos de inscripción del nombramiento respectivo en el Registro Público de Comercio. 
 
Tesis de jurisprudencia 72/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diez de mayo de dos mil veintitrés. 
 
Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 128/2018 citada, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de mayo de 2019 a las 
10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo 
II, mayo de 2019, página 1157, con número de registro digital: 28661. 
 
La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 206/2020 citada, aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas 
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y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 1, Tomo II, mayo de 
2021, página 1693, con número de registro digital: 29801. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Registro digital: 2026849 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil, Común 

Tesis: 1a./J. 61/2023 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 
 
JUICIO SUCESORIO INTESTAMENTARIO. LA PERSONA QUE ADUCE TENER DERECHOS 
HEREDITARIOS Y NO FUE LLAMADA AL PROCEDIMIENTO TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO A PESAR DE HABERSE CERRADO LA PRIMERA ETAPA DEL 
PROCEDIMIENTO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes que conocieron de diversos amparos en revisión 
sostuvieron criterios contradictorios en torno a la procedencia del juicio de amparo indirecto 
promovido por una persona tercera extraña –una típica y otra por equiparación– contra la falta de 
llamamiento a un juicio sucesorio intestamentario en el que ya se había cerrado la primera etapa y 
no se le había reconocido el carácter de heredera. Mientras que uno de los colegiados consideró 
que la procedencia del juicio no dependía de que el sucesorio hubiere concluido en todas sus etapas, 
así como que tampoco era exigible que la interesada agotara los medios ordinarios de defensa antes 
de acudir al juicio biinstancial; el otro concluyó que un amparo indirecto de las características 
descritas resultaba improcedente porque todavía no se había dictado la resolución de partición y 
adjudicación con la que culminara la última etapa del juicio sucesorio, aunado a que la parte 
interesada debía agotar previamente el incidente de nulidad, aun cuando no hubiere sido señalada 
como presunta heredera en la denuncia del intestamentario de origen. 
 
Criterio jurídico: El juicio de amparo indirecto es procedente cuando una persona que aduce tener 
derechos hereditarios lo promueve en contra de la falta de llamamiento a un juicio sucesorio 
intestamentario en el que ya se cerró la primera etapa y no se le reconoció el carácter de heredera, 
sin necesidad de que espere al dictado de la resolución de partición y adjudicación, ni de que agote 
los medios ordinarios de defensa, dada la calidad de tercera extraña que le asiste, ya sea de modo 
típico o por equiparación, siempre y cuando no haya perdido este carácter. 
 
Justificación: Por regla general, el juicio de amparo sólo procede en contra de la resolución definitiva 
con que culminen los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio. Una excepción opera 
cuando el juicio lo promueven personas extrañas al procedimiento, ya sean típicas o por 
equiparación, de conformidad con lo previsto en los artículos 107, fracciones III, inciso c), y VII, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 107, fracción VI, de la Ley de Amparo. 
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Ahora, los juicios sucesorios intestamentarios se componen de varias etapas, siendo la última de 
ellas la que culmina con la aprobación de la resolución de partición y adjudicación. Al respecto, si 
una persona que aduce tener derechos hereditarios y que no fue llamada al juicio correspondiente 
(por omisión o deficiencia), ni declarada heredera al cierre de la primera etapa del intestamentario, 
puede promover el juicio de amparo indirecto en contra del acto omisivo que la excluyó de la 
intervención, de forma inmediata y sin necesidad de esperar el dictado de la sentencia definitiva, ni 
de agotar los medios ordinarios de defensa previstos como parte del juicio sucesorio. 
 
Lo que resulta lógico, pues, al no ser parte del procedimiento no tiene conocimiento completo y 
exacto de la existencia del juicio, de manera que no está en aptitud de saber cuándo se dicta la 
resolución definitiva, ni cuáles son los recursos ordinarios o medios legales de defensa existentes 
dentro de aquél. 
 
Además, dada la lógica y naturaleza dividida de los juicios sucesorios intestamentarios, una vez 
cerrada cada etapa en forma definitiva, las violaciones que en su caso se comentan quedan 
materializadas desde ese momento y no variarán con el dictado de la resolución final, lo que 
actualiza una razón adicional para admitir la procedencia del juicio de amparo biinstancial en este 
tipo de casos. 
 
Sin embargo, para que la procedencia del juicio opere en los términos apuntados, es necesario que 
el derecho a reclamar la herencia no haya prescrito y que la persona que alegue un derecho sobre 
la masa hereditaria no haya perdido la calidad de tercera extraña al procedimiento, ya sea por haber 
comparecido al juicio o por haber tenido conocimiento completo y exacto de su existencia. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de criterios 359/2022. Entre los sustentados por el Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 
22 de febrero de 2023. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 
voto particular. Ponente: Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Mariana Aguilar Aguilar. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 54/2022, en el que concluyó que la procedencia del juicio de amparo indirecto 
promovido por una persona tercero extraña a un juicio sucesorio intestamentario no depende de 
que éste haya concluido o no, sino que basta con que la persona sostenga que no fue llamada al 
juicio sucesorio y que, por ende, no fue reconocida con el carácter de heredera al cierre de la 
primera etapa, para tener por actualizada la hipótesis de procedencia contenida en el artículo 107, 
fracción VI, de la Ley de Amparo. Adicionalmente, sostuvo que en ese tipo de casos no es exigible 
que el posible heredero agote los recursos ordinarios previstos en los códigos de procedimientos 
civiles, pues, al no ser parte en el juicio sucesorio, no tiene acceso a ellos por la calidad de tercero 
extraño que ostenta; y, 
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 344/2007, el cual dio origen a la tesis aislada VI.2o.C.597 C, de rubro: 
"EMPLAZAMIENTO A JUICIO SUCESORIO INTESTAMENTARIO. SI EL JUICIO DE ORIGEN NO HA 
CONCLUIDO POR RESOLUCIÓN FIRME, EN LA QUE SE APRUEBE LA PARTICIÓN Y ADJUDICACIÓN DE 
LOS BIENES, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO PROMOVIDO PARA RECLAMAR LA FALTA O ILEGALIDAD 
DE AQUÉL, SI NO SE AGOTA EL INCIDENTE DE NULIDAD DE TODO LO ACTUADO A PARTIR DE LA 
DENUNCIA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 769, FRACCIÓN III, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE PUEBLA.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, página 2270, con número de 
registro digital: 170323. 
 
Tesis de jurisprudencia 61/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de doce de abril de dos mil veintitrés. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de julio de 2023 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de julio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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